
 

Cluster III (Medidas nacionales: artículos 6, 7, 8, 9 y 10) 

 
Sr. Presidente:  
 
Para México, el grupo III reviste una importancia particular, pues reúne 
disposiciones que serán decisivas para que los Estados implementen medidas 
nacionales y cumplan de manera efectiva las futuras obligaciones de la 
convención sobre prevención y castigo  de los crímenes de lesa humanidad.  
 
En relación con el artículo 6, de manera general, México apoya su contenido y 
únicamente pone a consideración las siguientes observaciones:  
 
En primer lugar, valoramos que enumere obligaciones generales dirigidas a 
asegurar que los crímenes de lesa humanidad constituyan delitos en el derecho 
interno y que puedan ser tipificados, perseguidos y sancionados. Asimismo, 
observamos que, en la práctic a, varios Estados ya han tipificado en su 
legislación nacional conductas que corresponden a actos contemplados en la 
definición de crímenes de lesa humanidad, aun cuando no exista un tipo penal 
único bajo esa denominación. Esta realidad constituye  una con tribución 
positiva al cumplimiento de las obligaciones de prevenir y castigar.  
 
En segundo lugar, México también estima adecuado que el artículo 6, párrafo 2, 
incorpore formas de autoría y participación que son generalmente reconocidas 
en el derecho penal. No obstante, mi delegación llama la atención sobre la 
penalización del intento (attempting ) de cometer crímenes de lesa humanidad. 
Consideramos necesario analizar cuidadosamente la interpretación y el alcance 
de esta figura en relación con los incisos (b) y (c), tomando en cuenta que el 
Estatuto de Roma penaliza el intento cuando se emprenden pasos importantes 
para la ejecución del crimen, aunque éste no se consuma debido a 
circunstancias ajenas a la voluntad del autor.  
 
Respecto de la responsabilidad de la persona superior jerárquica, llama la 
atención el fragmento que prevé su responsabilidad si no castiga a las personas 



 

a su cargo que sean responsables por la comisión de crímenes de lesa 
humanidad. Valdría la pena analizar la posibilidad de aclarar el alcance de lo 
que constituiría un castigo adecuado o si sería mejor sustituir dicha formulación 
por una orientada a que la  persona superior remita a las personas responsables 
a las autoridades competentes para que su conducta sea investigada y 
perseguida penalmente.  
 
De igual manera, cabría discutir el elemento de autoridad, comando o control 
efectivo sobre el personal subordinado, como característica necesaria para 
establecer la responsabilidad de la persona superior jerárquica.  
 
En cuanto al párrafo 6, México considera importante que la discusión sobre      
imprescriptibilidad no se limite a la acción penal. Sugerimos que las acciones 
civiles y administrativas vinculadas a crímenes de lesa humanidad también 
puedan ser consideradas  imprescriptibles, con el objetivo de facilitar el acceso 
a reparaciones para víctimas y sobrevivientes.  
 
En relación con la responsabilidad de personas legales contemplada en el 
párrafo 8, México considera que su inclusión en la futura convención es un 
desarrollo normativo deseable, tomando en cuenta que las empresas pueden 
participar directa o indirectamente  en conductas que inciden en el disfrute de 
los derechos humanos.  
 
En tercer lugar, sobre el artículo 7, México reconoce que las bases previstas para 
establecer la jurisdicción en su primer párrafo son consistentes con las 
generalmente reconocidas y considera apropiado el contenido de los párrafos 
segundo y tercero, los      cuales permitirán asegurar el ejercicio de la jurisdicción 
pertinente. Asimismo, México únicamente estima oportuno discutir la 
jurisdicción cuando se trata de personas apátridas con residencia habitual en 
un Estado. El proyecto de artículo contempla di cha posibilidad por 
personalidad activa, pero podríamos explorar el establecimiento de jurisdicción 
por personalidad pasiva en el mismo supuesto de residencia de las personas 



 

apátridas, atendiendo a consideraciones de protección de víctimas y eficacia 
jurisdiccional.  
 
En cuarto lugar, en cuanto a los artículos 8 y 9, México considera que su 
contenido es adecuado y suficientemente amplio para dar a los Estados un buen 
margen de acción para implementar estas obligaciones de manera compatible 
con sus sistemas jurídicos int ernos. Al mismo tiempo, subrayamos que las 
acciones previstas deben ser llevadas a cabo por autoridades competentes de 
procuración de justicia y autoridades judiciales, preservando la capacidad de 
cada Estado para determinar la mejor forma de implementar s us obligaciones 
conforme a su marco institucional.  
 
En quinto lugar, respecto del artículo 10, México estima adecuada la inclusión 
del principio aut dedere aut judicare  en un artículo específico, como una 
herramienta para fortalecer la cooperación judicial internacional, que es 
indispensable para prevenir y castigar los crímenes de lesa humanidad. Su 
formulación contribuye a reforzar la lógica de que estos crímenes no de ben 
quedar impunes y que la presencia de una persona presuntamente responsable 
debe activar mecanismos eficaces de enjuiciamiento o entrega a otra 
jurisdicción competente.  
 
Finalmente, profesor Sean Murphy, a la luz de las observaciones formuladas 
sobre el artículo 6, ¿podría compartir su reflexión sobre cómo asegurar que la 
penalización del intento, la responsabilidad del superior jerárquico y el 
requisito de autoridad o con trol efectivo se formulen de manera 
suficientemente clara y armonizada con la práctica existente, sin generar 
obstáculos para la implementación efectiva en los distintos sistemas jurídicos 
internos?  
 
Gracias. 


